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estatutaria supone una vulneración del artículo 178 del R.R.M., en cuanto
pudiera entenderse que existe indeterminación en las actividades que inte-
gran el objeto social.

Al respecto es claro que delimitado el objeto social al ejercicio de las
actividades propias de las agencias de viajes, grupo minorista, queda per-
fectamente determinado el ámbito de actividades económicas de la socie-
dad e incluso su segmento dentro de éste —actuación directa frente al
usuario o consumidor—.

4. Contra lo anterior no cabe alegar una eventual interpretación res-
trictiva de la normativa administrativa vigente en determinada Comunidad
Autónoma. La sociedad puede actuar en todo el territorio del Estado sin
tener que ceñir, en forma necesaria, su ámbito de operaciones al lugar
donde se sitúa su domicilio social, razón por la que no procede fundamentar
la denegación de inscripción en una norma administrativa autonómica.

Además debe tenerse presente que el párrafo B) del artículo calificado
establece que «quedan excluidas aquellas actividades reguladas por dis-
posiciones específicas o para cuya ejecución se exijan requisitos que no
cumpla esta sociedad», lo que salvaría cualquier eventual colisión con nor-
mativas específicas.

Siendo en si mismas suficientes las anteriores consideraciones para
determinar la corrección del objeto social en los términos en que está
redactado consta, a mayor abundamiento, en el expediente un informe
del organismo autonómico competente en el que considera conforme al
debatido artículo 3 del Decreto 20/1997, de 11 de febrero, de la Generalidad
Valenciana, el objeto social tal como ha sido redactado, de suerte que
desde aquella normativa no precisaría mayor concreción.

Esta Dirección General ha acordado admitir el recurso interpuesto
revocando la nota y acuerdo del Registrador.

Madrid, 7 de abril de 1999.—El Director general, Luis María Cabello
de los Cobos y Mancha.

Sr. Registrador Mercantil de Valencia número II.

10545 RESOLUCIÓN de 9 de abril de 1999, de la Dirección General
de los Registros y del Notariado, en el recurso gubernativo
interpuesto por el Notario de Hoyos, don Manuel Vara Gon-
zález, contra la negativa del Registrador de la Propiedad
de dicha localidad, don Javier Álvarez de Mon Pan de Sora-
luce, a inscribir una escritura de segregación y adjudi-
cación parcial de herencia, en virtud de apelación del
recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Hoyos, don
Manuel Vara González, contra la negativa del Registrador de la Propiedad
de dicha localidad, don Javier Álvarez de Mon Pan de Soraluce, a inscribir
una escritura de segregación y adjudicación parcial de herencia, en virtud
de apelación del recurrente.

Hechos

I

El 15 de abril de 1994, fueron autorizadas por el Notario de Eljas,
don Manuel Vara González, las siguientes escrituras: 1) De «segregación
y adjudicación parcial de herencia», en la que doña Primitiva López Moreno
y sus hijos don Jesús y doña Victorina Moreno López aceptan, previa
liquidación de la sociedad de gananciales, la herencia de su esposo y padre,
don Escolástico Moreno Rivas, fallecido el 29 de marzo de 1990, bajo tes-
tamento abierto otorgado en Hoyos, el 10 de julio de 1981. En la citada
escritura se adjudica a doña Victorina una parcela edificable, al sitio de
Migreiras, en término de Eljas, segregada de una finca inventariada, que-
dando sin adjudicar entre los herederos el resto de la finca matriz. 2) De
«compraventa, declaraciones de obras nuevas y constitución en régimen
de propiedad horizontal», en la que doña Victorina Moreno López confesó
haber vendido a los cónyuges don Lorenzo Bravatas Flores y doña María
del Carmen Payo Payo cierta participación indivisa (el 85 por 100) de
la parcela adjudicada en la escritura anterior, y la vendedora y los com-
pradores formalizan la declaración de obra nueva y constitución en régimen
de propiedad horizontal de un edificio construido sobre la parcela referida,
en proporción a sus respectivos derechos.

II

Presentadas las escrituras antes citadas en el Registro de la Propiedad
de Hoyos, fueron calificadas con las siguientes notas: 1. La escritura de
segregación y adjudicación parcial de la herencia: «Suspendida la inscrip-
ción de este documento por observarse los siguientes defectos subsanables:
1) No haber sido expedida la certificación incorporada al mismo, por el
Secretario del Ayuntamiento, con el visto bueno del Alcalde, como fun-
cionario competente para ello, de conformidad con el artículo 162 del
texto refundido de las disposiciones legales y vigentes en materia de Régi-
men Local, y con los artículos 204 y 205 del Reglamento de Organización,
Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales. 2) No ser
idónea la indicada certificación para la operación de segregación recogida
en el mismo, de conformidad con el artículo 259.3 del texto refundido
de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, por resultar
exclusivamente de ella la existencia de un edificio de 100 metros cuadrados
anterior a junio de 1990, sin contener referencia alguna a la segregación,
ni tan siquiera, expresar la cabida del solar sobre el que aquél se ha
construido. Contra esta nota de calificación cabe interponer recurso guber-
nativo ante el excelentísimo señor Presidente del Tribunal Superior de
Extremadura, en el plazo de cuatro meses a contar desde esta fecha, en
los términos prevenidos en el artículo 66 de la Ley Hipotecaria y 112
y siguientes del Reglamento Hipotecario. Hoyos, a 1 de junio de 1994.—El
Registrador, Javier Álvarez de Mon». 2. La escritura de compraventa, decla-
raciones de obras nuevas y constitución en régimen de propiedad hori-
zontal: «El precedente documento queda pendiente de despacho, hasta
la posible subsanación de los defectos invocados en la nota de despacho
puesta al pie del documento, invocado en éste, como título, respecto de
la primera compareciente. Hoyos, a 1 de junio de 1994.—El Registrador,
Javier Álvarez de Mon».

III

El Notario autorizante de la escritura interpuso recurso gubernativo
contra la anterior calificación y alegó: Que se trata de un supuesto en
que, al fallecimiento de determinado causante, los herederos reparten ver-
balmente parte del haber hereditario y una de las hijas adjudicatarias
vende, también verbalmente, una participación indivisa, sobre una finca
heredada, reteniendo la propiedad del resto y, a continuación, ambas partes
acometen, cada una en proporción a sus participaciones, la construcción
de un edificio. Todo el proceso se verifica, como suele ser habitual en
la zona en que está situada la finca, sin ninguna clase de documentación
por escrito, y varios años después, ya concluida la edificación, los com-
pradores de aquella participación de finca intentan documentar su pro-
piedad, para lo que se hace imprescindible reconstruir las fases docu-
mentales omitidas hasta ese momento. Que se solicita del Ayuntamiento
que certifique la legalidad urbanística de las operaciones de segregación
y declaración de obra nueva, y el Ayuntamiento de la villa de Eljas, emite
con fecha 16 de marzo de 1994 una certificación de la que se deduce:
1) Que el edificio en cuestión ocupa la total superficie del segregado; 2) Que
tal edificio fue íntegramente concluido antes de la entrada en vigor de
la Ley de Reforma del Régimen Urbanístico y Valoración del Suelo, sin
que se haya iniciado expediente urbanístico sancionador alguno. Que en
cuanto al primer defecto subsanable, que la certificación sólo tiene la
firma del Alcalde, que aparece legitimada notarialmente en el cuerpo de
la escritura, a los efectos del artículo 256 del Reglamento Notarial. Que
parece acreditado que la competencia sustantiva o jurídico-material, en
cuanto a la concesión de licencias, corresponde al Alcalde, como órgano
unipersonal de la Administración Local y no al Pleno o a la Comisión
de Gobierno, ni a cualquier otro órgano, y ello en virtud de lo establecido
en los artículos 2, c) y 23, a) de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, de 26
de noviembre de 1992; artículo 21.1 de la Ley de Bases de Régimen Local,
artículo 24 de las disposiciones vigentes en materia de Régimen Local
y los artículos 243 y 260.2 del texto refundido de la Ley del Suelo y Orde-
nación Urbana, de 26 de junio de 1992. Que no parece coherente con
la función de calificación registral que, no impugnándose la competencia
sustantiva, se niegue la competencia formal relativa a la formalización
de la licencia o de la declaración de innecesariedad, siendo en todo orden
jurídico las competencias formales de carácter adjetivo o instrumental
respecto a las materiales o sustantivas. Que cuestión distinta sería la rela-
tiva a la certificación del acta de la remisión de un órgano colegiado,
pero, en este caso, la competencia sustantiva corresponde al titular indi-
vidual de la Alcaldía, esto es al Presidente de la Corporación, y la falta
de firma del Secretario no vicia de nulidad material el acto. Que en el
ejercicio de su función, los actos del Alcalde están dotados de la presunción
de validez del artículo 57.1 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
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nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. En cuan-
to a los posibles defectos de forma de las actas, el principio general en
materia de procedimiento administrativo viene determinado en el artículo
63.2 de la citada Ley. Que ni siquiera la forma escrita es esencial en el
procedimiento administrativo como dice el artículo 55 de la misma Ley.
Que la garantía de autenticidad está en la firma del Alcalde-Presidente
(artículo 205 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen
Jurídico de las Entidades Locales), la ausencia de la firma del Secretario
no supone la nulidad del acto, ni debe anular la presunción de legalidad
que favorece a todo acto administrativo emanado del titular competente.
Que debe tenerse en cuenta la verdadera naturaleza del documento muni-
cipal aportado. La certificación incorporada a la escritura no pretende
equivaler al otorgamiento de una licencia de parcelación, sino a la anómala
«declaración de innecesariedad» que prevé el artículo 259.3 del texto refun-
dido de la Ley del Suelo, en el cual la palabra «otorgamiento» sólo se
refiere a la licencia, no a la declaración de innecesariedad, que sólo implica
una declaración de conocimiento o ciencia. Que, en idéntica línea de flexi-
bilizar los requisitos formales exigidos por la legislación urbanística en
beneficio de la agilidad del tráfico, puede citarse la Resolución de 9 de
febrero de 1994. Que en lo que respecta al segundo defecto, como cuestión
previa, el Registrador, en la calificación del primer documento, debió haber
tenido presente el segundo. En este punto cabe citar las Resoluciones
de 30 de marzo de 1891, 5 de septiembre de 1893, 26 de julio de 1906,
7 de febrero de 1959, 26 de mayo de 1965, 26 de septiembre de 1967
y 6 de junio de 1994, entre otras. Que la legalidad urbanística de la segre-
gación debe enjuiciarse en función del derecho vigente con anterioridad
al texto refundido de la Ley del Suelo. En 1990 se encontraba vigente
el «Protocolo entre la Junta Regional de Extremadura y los Ilustres Colegios
de Notarios y Registradores de la Propiedad en materia de urbanismo»,
ratificada por la Comunidad Autónoma de Extremadura mediante Decreto
18/1982, de 21 de septiembre. Que la Dirección General reconoció la plena
aplicación de los llamados Protocolos de urbanismo por Instrucción de
16 de julio de 1984. Que quedando acreditado fehacientemente que la
segregación se realizó jurídica y materialmente antes de junio de 1990,
aun cuando su formalización documental se realice en 1994, su legalidad
debe enjuiciarse a la luz de la legislación entonces vigente, en cuya virtud
las segregaciones de terrenos eran inscribibles sin necesidad de documento
administrativo alguno. A favor de esta tesis se señalan los artículos 9.2
y 25.2 de la Constitución Española y 2.3 disposiciones transitorias y 1
y 2 del Código Civil y disposición transitoria quinta de la Ley del Suelo.
Que en este caso, de la certificación municipal aportada, se deduce que
la segregación se hizo antes de junio de 1990 y aunque en su momento
la operación no fuera adecuada a la legislación urbanística, ha transcurrido
el plazo de cuatro años que establece el artículo 263 de la vigente Ley
del Suelo como plazo de prescripción de las infracciones urbanísticas gra-
ves. Que no se ha interrumpido la prescripción, circunstancia que le consta
al Registrador: 1.o Por la literalidad de la certificación municipal testi-
moniada en la escritura. 2.o Según lo que establece el artículo 307 del
texto refundido de la Ley del Suelo, al no haber constancia en el Registro
de la incoación del expediente. Que de ser aplicable la legislación urba-
nística hoy vigente, la solución ha de ser la misma por dos razones: 1. El
documento administrativo en que se acredita la legalidad de la edificación
sirve asimismo para acreditar, en este concreto supuesto, la legalidad de
la segregación antecedente. Que la segregación que se realice en el marco
de una partición hereditaria y posterior compraventa y declaración de
obra nueva constituyen una unidad lógica. Que en este caso la superficie
segregada ocupa todo el edificio y otra cosa sería que la superficie edificada
ocupara tan solo parte de la parcela segregada, sin acreditarse la vin-
culación arquitectónica de la superficie libre a la construida. 2. El artículo
259.3 del texto refundido de la Ley del Suelo no es directamente aplicable
a las Comunidades Autónomas, como la de Extremadura, que no hayan
dictado normas de desarrollo de la Ley. Que hay que considerar que si
la legislación sustantiva autónoma no exige la licencia o declaración sus-
titutiva o no lo regula, no será de aplicación la norma adjetiva que disciplina
la actuación formal de los fedatarios públicos. Que en esta línea cabe
citar la Resolución de 20 de mayo de 1994.

IV

El Registrador, en defensa de su nota , informó: 1. En cuanto al primer
defecto. Que este defecto viene confirmado no sólo por los artículos citados
en la nota, sino también por el artículo 25 de la Ley de Régimen Jurídico
Administrativo Común, de 26 de noviembre de 1992, citado por el propio
Notario. Que hay que considerar: Que las competencias del Alcalde no
han sido cuestionadas en ningún momento; que la exigencia legal de que
la certificación sea expedida por el Secretario del Ayuntamiento es expresa
y referida a todos los actos de conformidad con los artículos 204 del Regla-

mento de Organización señalado en la nota; que en el supuesto que se
trata no concurre ninguna circunstancia que aconseje la flexibilidad recla-
mada por el Notario. 2. En lo relativo al segundo defecto. Que con este
segundo apartado de la nota se pretende poner de manifiesto que la cer-
tificación incorporada a la escritura exclusivamente acredita la existencia
de un edificio de 100 metros cuadrados, anterior a junio de 1990; que
de dicha certificación no resulta que el edificio se haya construido sobre
la finca segregada, siendo posible que el mismo se hubiere realizado sobre
la totalidad de la finca y después se hubiere procedido a su segregación;
que ante esta posibilidad, y de acuerdo con los artículos 242.2, 243, 259.3
y 260.2 del texto refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Orde-
nación Urbana, que atribuye al Ayuntamiento la competencia para ejercer
el control de la legalidad de las parcelaciones, se entendió que no se podía
prescindir de una manifestación expresa del Ayuntamiento que acreditara
su conformidad de acuerdo con la segregación. Que lo indicado provocó,
al tiempo de la escritura presentada que se excluyeran de la calificación
todas aquellas cuestiones relacionadas con la segregación que tuvieran
su fundamento en una hipótesis no demostrada, como era que la segre-
gación se hubiera practicado antes de la edificación. Que no aceptada
dicha hipótesis como consecuencia de no acreditarse la fecha de la segre-
gación de una manera indubitada en la escritura calificada y como resul-
tado, impone aplicar la legislación vigente, ya que se insiste en que la
exclusión de esta normativa y la entrada en juego de una legislación hoy
derogada, exigiría la prueba indiscutida de que el hecho de que se trata
ha tenido lugar durante la vigencia de esta última. Que con tal calificación
se ha pretendido facilitar la subsanación de este segundo defecto.

V

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura con-
firmó la nota del Registrador fundándose en los argumentos alegados por
éste en su informe.

VI

El Notario recurrente apeló el auto presidencial, manteniéndose en
las alegaciones contenidas en su escrito de interposición del recurso guber-
nativo.

Fundamentos de Derecho

Visto el artículo 259.3 del texto refundido de la Ley sobre el Régimen
del Suelo y Ordenación Urbana y Resoluciones de 13 de mayo de 1994,
17 de enero y 16 de junio de 1995.

1. Presentada en el Registro una escritura de segregación y adjudi-
cación parcial de herencia, fue suspendida su inscripción, en base a los
siguientes defectos observados: El certificado incorporado a la escritura
no ha sido expedido por el Secretario del Ayuntamiento, con el visto bueno
del Alcalde, como funcionario competente para ello de conformidad con
el artículo 162 del texto refundido de las disposiciones legales vigentes
en materia de Régimen Local y con los artículos 204 y 205 del Reglamento
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades
Locales. No ser idónea la indicada certificación para la operación de segre-
gación recogida en el mismo de conformidad con el artículo 259.3 del
texto refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana
por resultar exclusivamente de ella la existencia de un edificio de 100
metros cuadrados anterior a junio de 1990, sin contener referencia alguna
a la segregación ni tan siquiera expresar la cabida del solar sobre el que
aquél se ha construido.

2. La escritura calificada lo es de segregación y adjudicación parcial
de herencia y constituye un documento previo a otro de compraventa,
declaraciones de obras nuevas en construcción y constitución en régimen
de propiedad horizontal que se acompaña al expediente.

La división de terrenos susceptibles de crear solares independientes,
cualquiera que sea la técnica registral adoptada —segregación, división
material— presenta una faceta administrativa reglada que se manifiesta
en la necesaria obtención de la correspondiente licencia de la Adminis-
tración local —o autonómica, en su caso.

Dicha licencia, que ha de ser precisamente de segregación, exige unos
requisitos de concreción al acto que se pretende realizar, tales como la
correcta identificación de la finca que se segrega y la nueva parcela creada
bien con expresión de cabida, situación y linderos, bien con relación a
un elemento indubitado de identificación como puede ser, por ejemplo,
un plano diligenciado por la propia Administración.

3. En el presente caso se incorpora a la escritura un escrito que se
limita a describir un edificio con indicación de su antiguedad sin referencia
alguna al solar sobre el que se asienta ni a la legalidad de una eventual
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división de terrenos, por lo que es indudable la insuficiencia del mismo
a los fines planteados.

4. Siendo así se hace innecesario analizar la regularidad de los requi-
sitos formales que presenta el escrito que se incorpora en cuanto al ser
materialmente insuficiente para el acto otorgado sobra cualquier otra con-
sideración al respecto.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso interpuesto
confirmando la nota y el auto apelado.

Madrid, 9 de abril de 1999.—El Director general, Luis María Cabello
de los Cobos y Mancha.

Exmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura.

10546 RESOLUCIÓN de 21 de abril de 1999, de la Dirección Gene-
ral de Relaciones con la Administración de Justicia, por
la que se emplaza a los interesados en el recurso conten-
cioso-administrativo número 160/1999, interpuesto ante la
Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sede en
Sevilla.

Ante la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sede en Sevilla, doña Car-
men Boleto Durán, ha interpuesto el recurso contencioso-administrativo
número 160/1999, sobre pruebas selectivas para ingreso en el Cuerpo de
Oficiales de la Administración de Justicia, turno libre, convocadas por
Orden de 30 de agosto de 1991.

En consecuencia, esta Dirección General ha resuelto emplazar a los
interesados en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 49
de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de
13 de julio de 1998, para que puedan comparecer ante la referida Sala
en el plazo de nueve días.

Madrid, 21 de abril de 1999.—El Director general, Juan Ignacio Zoido
Álvarez.

Ilmo. Sr. Subdirector general de Medios Personales al Servicio de la Admi-
nistración de Justicia.

MINISTERIO DE DEFENSA

10547 ORDEN 119/1999, de 4 de mayo, de delegación de compe-
tencias en el ámbito del Organismo Autónomo Gerencia
de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa.

El artículo 71 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales
Administrativas y del Orden Social, ha adaptado el Organismo Autónomo
Gerencia de Infraestructura de la Defensa a la Ley 6/1997, de 14 de abril,
de Organización y Funcionamiento de la Administración General del
Estado.

En este sentido, establece una nueva configuración del régimen jurídico
y de las funciones del citado organismo, que pasa a denominarse Gerencia
de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa.

Entre las funciones que se asignan al nuevo organismo, figura la adqui-
sición de infraestructura, armamento y material para su uso por las Fuerzas
Armadas.

Con la finalidad de agilizar la contratación necesaria del citado arma-
mento y material, se considera preciso efectuar una delegación de com-
petencias en diversas autoridades, tanto de los Ejércitos como del Estado
Mayor de la Defensa y Órgano Central.

En su virtud, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, modificada por la Ley 4/1999, de 13
de enero, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, dispongo:

Primero.—A propuesta del Presidente del Organismo Autónomo Geren-
cia de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, se aprueba la dele-
gación de facultades en materia de contratación administrativa, para los

contratos de adquisición de armamento y material, en las siguientes auto-
ridades que a continuación se detallan:

Jefe del Estado Mayor de la Defensa.
Jefe del Mando de Apoyo Logístico del Ejército de Tierra.
Jefe del Apoyo Logístico de la Armada.
Jefe del Mando del Apoyo Logístico del Ejército del Aire.
Director general de Armamento y Material.

Las autoridades mencionadas quedan constituidas en órganos de con-
tratación del organismo autónomo, para los contratos de adquisición de
armamento y material de su competencia, con arreglo a los créditos que
les asigne dicho organismo.

Segundo.—Mensualmente, el órgano de contratación correspondiente
y la Gerencia de Infraestructura y Equipamiento de la Defensa, remitirán
a la Oficina Presupuestaria de la Dirección General de Asuntos Económicos,
información sobre la ejecución presupuestaria de los créditos que le han
sido asignados por la Gerencia de Infraestructura y Equipamiento de la
Defensa.

Tercero.—Las resoluciones administrativas que se adopten en virtud
de la presente delegación de competencias, indicarán expresamente esta
circunstancia, con cita expresa de la presente Orden y del «Boletín Oficial
del Estado» de su publicación.

Cuarto.—Mediante acuerdo motivado de la autoridad delegante se podrá
avocar el conocimiento y resolución de cualquier asunto comprendido en
la presente delegación de competencias. Esta avocación deberá ser puesta
en conocimiento del superior jerárquico de la autoridad avocante.

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el mismo día de su publicación
en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 4 de mayo de 1999.
SERRA REXACH

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

10548 RESOLUCIÓN de 5 de mayo de 1999, del Organismo Nacio-
nal de Loterías y Apuestas del Estado, por la que se deter-
minan los partidos de fútbol que integran los boletos de
la apuesta deportiva de las jornadas 40.a a la 42.a de la
temporada 1998/1999.

De conformidad con lo establecido en la Norma 36.a de las que regulan
los concursos de pronósticos sobre resultados de partidos de fútbol, apro-
badas por Resolución del Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del
Estado de 6 de julio de 1998 («Boletín Oficial del Estado» número 170,
del 17), a continuación se relacionan los partidos que serán objeto de
pronóstico en las jornadas 40.a a la 42.a de la temporada de apuestas
deportivas 1998/1999:

Jornada 40.a (Selecciones y 2.a División A)
(6 de junio de 1999)

1. España-San Marino.
2. Israel-Austria.
3. Francia-Rusia.
4. Inglaterra-Suecia.
5. Toledo-Albacete.
6. Eibar-Barcelona (2A).
7. Sporting Gijón-Hércules.
8. Las Palmas-At. Osasuna.
9. R. Mallorca (2A)-Badajoz.

10. At. Madrid (2A)-Leganés.
11. Rayo Vallecano-Mérida.
12. Logroñés-R. Huelva.
13. Lleida-Ourense.


